Radicación: 66001-22-04-000-2017-00219-00

Titular de los derechos: Sandra Yaneth Ramírez Aristizábal

Accionado: Dirección Seccional de Fiscalías y otros
Decisión: Declara hecho superado

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.

El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.
Providencia:
Sentencia  – 1ª instancia – 20 de octubre de 2017

Proceso:    
Acción de Tutela – Declara hecho superado
Radicación Nro. :
66001 22 04 000 2017 00219 00

Accionante: 
SANDRA YANETH RAMÍREZ ARISTIZÁBAL
Accionado:
DIRECCIÓN SECCIONAL DE FISCALÍAS Y OTRO
Magistrado Ponente: 
MANUEL YARZAGARAY BANDERA
Temas: 
EXCLUSIÓN DE LA LISTA DE MOROSOS DE LAS CENTRALES DE RIESGO FINANCIERAS “CIFIN” y “DATACRÉDITO” / CARENCIA ACTUAL DE OBJETO POR HECHO SUPERADO. [B]ajo disposición del señor Director Seccional de Fiscalías de esta ciudad, Doctor Jorge Mario Trejos Arias, se dio apertura nuevamente a la investigación, y como él mismo lo puso en conocimiento de la Sala, por intermedio de la Fiscalía con funciones de Coordinadora del GATED, con el fin de resarcir los daños causados a la señora Ramírez Aristizábal, se remitieron oficios a los establecimientos comerciales “Almacén Darío Botero Gómez”, “Telefónica de Pereira”, “Distribuidora Rayco” y “Electrojaponesa”, para que procedieran a eliminar cualquier reporte negativo que se hubiera trasladado a las centrales de riesgo, aunado a lo cual, se comprometió el Doctor Trejos Arias a hacerle seguimiento especial a las actuaciones que en adelante sean necesarias. Tal circunstancia deja entrever que la pretensión de la accionante se ha visto satisfecha y por ende es deber de este Juez Colegiado indicar que en el presente asunto es clara la carencia actual de objeto, argumento suficiente para declarar la existencia de un hecho superado, tal como lo ha señalado la Corte Constitucional en situaciones como la ahora presentada, cuando antes de adoptarse la decisión en sede constitucional, se restablece el derecho fundamental conculcado.   
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Aprobado por Acta No. 1116 
	Radicación: 
	66001-22-04-000-2017-00219-00

	Accionante: 
	Dr. Arcesio Ramírez Zuluaga, apoderado judicial de Sandra Yaneth Ramírez Aristizábal

	Accionado: 
	Dirección Seccional de Fiscalías y otros  

	Decisión: 
	Declara hecho superado


ASUNTO: 
El abogado Arcesio Ramírez Zuluaga, representando los intereses de la señora Sandra Yaneth Ramírez Zuluaga, como su apoderado judicial, acudió al presente mecanismo constitucional de amparo, en busca de la protección de sus derechos fundamentales a la honra, buen nombre y debido proceso, con base en los hechos que se sintetizan a continuación: 
· El 22 de octubre de 2007 la señora Sandra Yaneth Ramírez Aristizábal instauró una denuncia, mediante la cual puso en conocimiento de las autoridades que habían suplantado su identidad con una copia de su cédula, de lo cual se percató cuando acudió al Fondo Nacional del Ahorro para consultar el estado de su crédito, donde le informaron que se encontraba reportada ante las centrales de riesgos del sistema financiero “CIFIN” y “DATACREDITO”, puesto que supuestamente presentaba unas obligaciones con la Telefónica de Pereira, Distribuidora Rayco, Electro-Japonesa y el almacén Darío Botero, de las cuales se encontraba en mora con su pago, sin que hubiera sido ella quien las contrajo, incluso, no conoce a las personas que figuran allí como sus codeudoras.   

· De acuerdo a las investigaciones adelantadas por el CTI, las solicitudes firmadas no las conocen en los teléfonos y direcciones registradas en ellas, pero de las entrevistas realizadas no se pudo establecer quien realizó la suplantación y firmó los pagarés obrantes en las distintas empresas; de modo que el 18 de julio de 2012 se le comunicó a la señora Sandra Yaneth, mediante oficio F11 SEC 336 NUNC 170016000031200702956, sobre el archivo de las diligencias por imposibilidad de ubicar al sujeto activo de la acción penal; ello, a pesar de haber encontrado inconsistencias al efectuar el cotejo dactiloscópico entre su huella y la que reposa en los documentos que fueron analizados en el caso concreto.    
· Inconforme con la situación, su apoderado judicial solicitó a la Fiscalía 11 Delegada ante los Juzgados Penales del Circuito de Pereira, el 11 de julio de 2013, que reactivara el proceso y lo adelantara bajo la figura de persona ausente, o en su defecto, en la declaratoria de archivo se especificara que la señora Ramírez Aristizábal no era la autora de ese delito, y así se reportara a las diferentes entidades crediticias. 
· Acerca de la anterior solicitud recibió respuesta el 18 de julio de 2013, donde básicamente le indicaron que para reabrir la investigación debía aportar nuevos elementos, como la identidad de la indiciada o algún otro elemento que sirviera para poder continuar con la misma. 
· Para solucionar su situación, la señora Sandra Yaneth le solicitó al Director Seccional de Fiscalías de Pereira que interviniera y ejerciera vigilancia administrativa sobre el asunto, además envió comunicaciones a todas las entidades crediticias, procurando que se cancelaran los reportes registrados a nombre suyo como deudora morosa; pero sus intentos resultaron infructuosos. 
· Resalta el actor que la Fiscalía tuvo una actitud pasiva y omisiva, y así mismo responsabiliza a las entidades crediticias, por diligenciar créditos con una fotocopia, sin realizar ningún cotejo con la cédula original, pues ésta siempre ha estado en manos de su titular. 

· También encuentra inaceptable el libelista, por un lado, que la Telefónica de Pereira instale un servicio telefónico con una suscripción de su titular falsa, pero más aún que, habiendo ellos suministrado la dirección exacta en la cual se instaló dicho servicio, así como el número telefónico fijo, el ente investigador no logre determinar quién lo ordenó y a nombre de quién quedó esa suscripción. 

· Señala además que su prohijada se ha visto enormemente perjudicada, pues actualmente presenta una especie de muerte financiera.     
PRETENSIONES:

Con base en los hechos anteriormente relacionados, solicitó que se tutelen los derechos fundamentales a la honra, buen nombre y debido proceso de la señora Sandra Yaneth Ramírez Aristizábal, y en consecuencia de ello, se ordene al Director Seccional de Fiscalías de Pereira, así como a la Fiscalía Once Delegada ante los Juzgados Penales del Circuito el restablecimiento de sus derechos, con la respectiva exclusión de su nombre de la lista de morosos de las centrales de riesgo financieras “CIFIN” y “DATACRÉDITO”, además se tomen todos los correctivos y sanciones correspondientes, al igual que la condena en perjuicios ocasionados a la accionante.   
TRÁMITE PROCESAL:

La presente acción de tutela se recibió en este Despacho el 19 de mayo del año que transcurre, fecha en la cual se avocó su conocimiento en contra de la Fiscalía Once Seccional de Pereira y la Dirección Seccional de Fiscalías de Pereira, a quienes se ordenó correr traslado del escrito de tutela y sus anexos para que ejercieran sus derechos de defensa y contradicción. 
En el devenir de la actuación se vincularon también a las Centrales de Información Financiera “CIFIN” y “DATACRÉDITO”, la distribuidora “Rayco S.A”, el almacén “Credidescuentos Darío Botero”, la “Telefónica de Pereira” y el almacén “Electrojaponesa”.   

RESPUESTA DE LOS ACCIONADOS Y VINCULADOS:

DIRECTOR SECCIONAL DE FISCALÍAS –DR. JORGE MARIO TREJOS ARIAS-: manifestó que mediante oficio No. 1876 del 21 de septiembre de 2017 dio traslado de la presente acción a la Dra. Claudia Yaneth Cristancho Vacca, Fiscal 11 Seccional de Pereira, toda vez que es ese el Despacho que adelanta la investigación a la cual ha hecho referencia la parte accionante, además, indicó que en atención al deber que le asiste a esa Dirección de dirigir, coordinar, controlar y evaluar el ejercicio eficiente y coherente de la acción penal y el desarrollo de la función investigativa, continuará haciéndole seguimiento a la aludida investigación. 

Más adelante, por medio de un nuevo escrito, expuso que conforme lo solicitó el señor Coordinador de las Fiscalías Seccionales de Pereira, se reactivaron las diligencias correspondientes a la investigación de la denuncia formulada por la señora Ramírez Aristizábal, asignándoselas a la Unidad de Gestión de Alertas y Clasificación Temprana de Denuncias, y además, se le solicitó a la Coordinadora de esa Unidad que analizara la viabilidad de desarchivar la investigación y dispusiera el restablecimiento de los derechos de la afectada. 
Así las cosas, la mencionada Funcionaria emitió los oficios dirigidos a las diferentes entidades comerciales, “Almacén Darío Botero Gómez”, “Telefónica de Pereira”, “Distribuidora Rayco” y “Electrojaponesa”, a quienes con el fin de restablecer los derechos de la señora Sandra Yaneth, se les solicitó eliminar cualquier reporte negativo que se hubiera impartido a las centrales de riesgo, dado que se encontraba demostrado que no fue ella quien suscribió las obligaciones que se le atribuyen. 
APODERADO JUDICIAL CIFIN S.A.S –DR. JUAN DAVID PRADILLA SALAZAR-: expuso que esa entidad no ha vulnerado los derechos fundamentales de la señora Ramírez Aristizábal, toda vez que en momento alguno hace parte de la relación contractual que existe entre las fuentes de información y los titulares de la misma; de manera que CIFIN, en calidad de operador de datos (según lo contemplado en el literal C del artículo 2º de la Ley 1266 de 2008) no puede modificar, actualizar, rectificar y/o eliminar la información que ha sido reportada por las fuentes, pues su objeto principal es la recolección, almacenamiento, administración y suministro de información relativa a los clientes y usuarios de los sectores financieros. 

Así las cosas, esa entidad no tiene la competencia para determinar si efectivamente hubo una suplantación de la entidad de la accionante, por lo que le resulta jurídicamente imposible acceder a las pretensiones de la accionante. 
Además, dijo que al revisar el reporte de información financiera, comercial, crediticia y de servicios de CIFIN S.A.S. a nombre de la señora Sandra Yaneth, se encontró que no hay novedades de mora reportados por la Telefónica de Pereira, ni tampoco de Electrojaponesa, pero sí de la Distribuidora Rayco y el almacén Darío Botero.  
ALMACÉN CREDIDESCUENTOS –LUIS DARÍO BOTERO GÓMEZ-: refirió que lo dicho por la actora, acerca de la denuncia formulada por ella ante la Fiscalía General de la Nación por una suplantación de su identidad, es un hecho que no le consta, toda vez que en la empresa no existe un reporte de esa denuncia, ni tampoco de alguna solicitud realizada por la accionante. 
Manifestó que si en este asunto se presentó algún delito, debe ser el Ente Investigador quien así lo establezca y ubique al responsable de su comisión. 
Finalmente, aseguró que se atendrá a las decisiones que se tomen en esta instancia. 

EXPERIAN COLOMBIA S.A. –DATACRÉDITO-: explicó que de acuerdo a la Ley Estatutaria de Habeas Data, las fuentes, quienes son las personas, entidades u organizaciones que reciben o conocen los datos personales de los titulares de la información derivada de una relación comercial, son las que están obligadas a suministrársela a los operadores de los bancos de datos, así como a su rectificación cuando la misma sea incorrecta.
Referente al caso concreto de la señora Sandra Yaneth, indicó que no se encuentra ningún registro de obligaciones adquiridas con “Electrojaponesa”, pero en cambio, si se encuentra reportada en mora con los almacenes “Rayco” y “Darío Botero”, por lo tanto, de acuerdo a lo dicho atrás, es a aquellos a quienes le corresponde verificar si se trata de un caso de suplantación, para así corregir los datos y reportarlos a ese operador de datos, por lo tanto, solicitó su desvinculación de las presentes diligencias. 
DISTRIBUIDORA RAYCO S.A.S –DR. JORGE FERNANDO CHAVARRO VÁSQUEZ-: indicó que efectivamente en la base de datos de esa empresa se encuentra registrada una solicitud de crédito personal realizada por parte de la señora Sandra Yaneth en el mes de junio de 2007, obligación que actualmente se encuentra en mora de pago, lo que ocasionó que esa empresa realizara el correspondiente reporte negativo a las centrales de riesgo Transunión y Datacrédito. 

Manifestó que las afirmaciones de la petente, en cuanto a que su firma y huella no le corresponden a ella, es algo que debe ser determinado por las autoridades, quienes establecerán si se ha presentado algún delito, del cual también esa empresa resultaría entonces ser víctima, por lo tanto, sólo hasta que esa situación quede definida se podría solucionar lo concerniente a la obligación que se encuentra activa. 

No obstante, en aras de proteger los derechos al buen nombre, habeas data y debido proceso de la actora, procedió a retirar el reporte negativo de las centrales de riesgo.     
ALMACÉN ELECTROJAPONESA –DRA. MÓNICA RANGEL NÚÑEZ-: indicó que en esa empresa no se encuentra ninguna obligación suscrita con ella por parte de la señora Ramírez Aristizábal, como tampoco ningún soporte negativo a las centrales de riesgo.  
TELEFÓNICA DE PEREIRA –UNE EPM TELECOMUNICACIONES S.A.- -DRA. CATHERINE GARCÍA ARISMENDY-: argumentó que de acuerdo a la información que reposa en su base de datos, se evidencia un contrato suscrito por la señora Sandra Yaneth Ramírez Aristizábal, con la línea telefónica No. 3385925 a nombre suyo, servicio que llegó a presentar más de tres cuotas pendientes, razón por la cual se generó el reporte negativo en su momento; sin embargo, en la actualidad no se registran saldos pendientes por pagar, por lo tanto no se encuentran reportes negativos en su contra. 
Por lo tanto, solicitó su desvinculación del presente asunto, toda vez que considera no tener legitimación en la causa por pasiva, además de presentarse una carencia de objeto en lo relacionado con esa entidad. 
CONCEPTO DE LA PROCURADURÍA JUDICIAL PENAL –DR. CARLOS ANDRÉS PÉREZ ALARCÓN-: expuso ese agente del Ministerio Público que la Fiscalía General de la Nación vulneró los derechos fundamentales de la señora Sandra Yaneth Ramírez Aristizábal al archivar una indagación sin haber tomado las medidas para el restablecimiento de sus derechos. 
Indicó que la accionante acreditó con los anexos a su escrito que fue víctima de suplantación en diferentes establecimientos crediticios, y que actualmente aparecen a su nombre varias acreencias derivadas de títulos valores fraudulentos, sin que hayan accedido las entidades financieras a cancelar los reportes negativos que pesan en su nombre, toda vez que no se ha proferido ninguna decisión judicial que declare la existencia del delito. 

Refirió además que si bien la Fiscalía decidió archivar la investigación, nada dijo acerca de los títulos falsos, lo que considera una violación del debido proceso en el ítem formas propias del juicio. 
Recordó el señor Procurador que el artículo 250 de la Constitución Política establece en sus numerales 6 y 7 que el Fiscal debe propender por la protección de las víctimas y por el restablecimiento del derecho, y así lo indica también el artículo 22 del Código de Procedimiento Penal, normas que fueron desatendidas por la Fiscalía 11 Seccional, lo cual resulta ajeno a los principios Superiores de solidaridad y estado social de derecho, al permitir que un delito produzca efectos jurídicos como los que hoy por hoy perjudican a la señora Sandra Yaneth.
Así las cosas, considerando que no existen otros mecanismos de defensa al alcance de la actora, y que además se acredita el requisito de inmediatez, en el entendido de que el perjuicio se ha extendido en el tiempo, encontrándose vigente actualmente, solicitó el señor Procurador que se ordene a la Fiscalía accionada el desarchivo de la indagación, para posteriormente solicitar al juez de conocimiento una audiencia de restablecimiento del derecho que ponga fin al proceso, conforme establece el artículo 101 del Código de Procedimiento Penal, ello por cuanto la víctima no puede quedar de por vida con su historial crediticio en entredicho, sólo porque no se pudo identificar al autor del delito.    

COORDINADOR DE LA UNIDAD SECCIONAL DE FISCALÍAS DE PEREIRA –DR. JOSÉ OVIDIO SALAZAR GALINDO-: informó que el día 26 de septiembre del año que transcurre, recibió por parte de la Fiscalía Once Seccional la copia del auto admisorio correspondiente al presente trámite, toda vez que la implicada en el asunto cuestionado era la extinta Fiscalía Once Seccional de Estructura de Apoyo EDA, Despacho que en efecto había ordenado tiempo atrás el archivo de la indagación por imposibilidad de establecer el sujeto activo, razón por la cual solicitó ese Coordinador a la Oficina de Archivo Central que le hiciera entrega de las diligencias para poder verificar el asunto. 
CONSIDERACIONES DE LA SALA:
La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para decidir en primera instancia la presente acción, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000.

Le corresponde determinar a esta Colegiatura si por parte de la Fiscalía General de la Nación han sido desconocidos los derechos fundamentales al buen nombre y debido proceso de la señora Sandra Yaneth Ramírez Aristizábal. 

El amparo previsto en el artículo 86 Superior como mecanismo procesal, tiene por objeto la eficaz, concreta e inmediata protección de los derechos fundamentales en una determinada situación jurídica, cuando éstos sean violados o se presente amenaza de conculcación.

Es pertinente recordar que la acción constitucional tiene un propósito claro, que no es otro que brindar a la persona protección inmediata y subsidiaria para asegurar el respeto efectivo de los derechos fundamentales que se le reconocen
; consiste en una decisión de inmediato cumplimiento, para que la persona respecto de quien se demostró que vulneró o amenazó conculcar derechos fundamentales, actúe o se abstenga de hacerlo; denota entonces la importancia que tiene la orden de protección para la eficacia del amparo, ya que sería inocuo que pese a demostrar el desconocimiento de un derecho fundamental, el Juez no adoptara las medidas necesarias para garantizar materialmente su goce.  
Caso concreto: 

El cuestionamiento planteado por el apoderado judicial de la actora, consiste en el hecho de que el Ente Investigador, que para ese entonces era la Fiscalía Once Seccional EDA, hubiera decidido archivar la investigación correspondiente a la denuncia penal instaurada por ella, cuando se percató de que alguien suplantando su identidad había suscrito una serie de contratos con diversas entidades comerciales, que al no ser pagados le generaron su posterior reporte a las centrales de riesgo financieras, y le han impedido en lo sucesivo realizar otro tipo de negocios de esa índole con otras entidades, lo que ha denominado como una especie de muerte financiera, que considera, no puede atribuírsele al haber sido víctima de un delito cometido en su contra.    
Respecto de las manifestaciones realizadas por la parte accionante, encuentra esta Colegiatura que en efecto hubo una vulneración a las garantías constitucionales de la señora Sandra Yaneth Ramírez Aristizábal, de acuerdo a lo dicho no sólo por el Director Seccional de Fiscalías de Pereira, sino también por la señora Coordinadora de la Unidad de Gestión de Alertas y Clasificación Temprana de Denuncias, en cuanto reconocieron que la extinta Fiscalía Once Seccional EDA decidió archivar las diligencias en el año 2012, ante la imposibilidad de ubicar al sujeto activo de la comisión del ilícito, pese a adverar que en efecto no fue ella quien suscribió las obligaciones con las diferentes entidades comerciales que se han relacionado dentro del presente asunto. 

Tal actuar por parte del ente investigador resulta, en criterio de esta Sala, completamente irresponsable, toda vez que partiendo de los deberes que la ley y la Constitución Política le imponen, es evidente que ante la certeza de la calidad de víctima de un delito que ostentaba la señora Sandra Yaneth, lo correcto, claramente debió haber sido que antes de proceder al archivo de las actuaciones, se procediera al restablecimiento de sus derechos como principal afectada del ilícito, dado que a todas luces, desde el momento de instaurar la denuncia hasta la fecha, se ha mantenido en el tiempo su imposibilidad para realizar cualquier tipo de negocio a nombre propio, al encontrarse reportada en diferentes centrales de riesgo financieras, sin que estuviera en cabeza suya la responsabilidad de asumir las presuntas moras que se le atribuían. 
Debe recordarse en este momento que es la misma norma Superior la que consagra en su artículo 150 que la Fiscalía General de la Nación deberá “…disponer el restablecimiento del derecho y la reparación integral a los afectados con el delito”. Así mismo, el artículo 22 del Código de Procedimiento Penal, le impone a esa Institución el deber de “adoptar las medidas necesarias para hacer cesar los efectos producidos por el delito y las cosas vuelvan al estado anterior, si ello fuere posible, de modo que se restablezcan los derechos quebrantados, independientemente de la responsabilidad penal.”. 
En ese sentido, surge evidente el actuar omisivo asumido por la Fiscalía que en su momento tenía a su disposición tramitar asunto, quien pretermitió esa importante labor y la dejó descansar en el olvido, no obstante, con ocasión del conocimiento de este trámite constitucional, y bajo disposición del señor Director Seccional de Fiscalías de esta ciudad, Doctor Jorge Mario Trejos Arias, se dio apertura nuevamente a la investigación, y como él mismo lo puso en conocimiento de la Sala, por intermedio de la Fiscalía con funciones de Coordinadora del GATED, con el fin de resarcir los daños causados a la señora Ramírez Aristizábal, se remitieron oficios a los establecimientos comerciales “Almacén Darío Botero Gómez”, “Telefónica de Pereira”, “Distribuidora Rayco” y “Electrojaponesa”, para que procedieran a eliminar cualquier reporte negativo que se hubiera trasladado a las centrales de riesgo, aunado a lo cual, se comprometió el Doctor Trejos Arias a hacerle seguimiento especial a las actuaciones que en adelante sean necesarias. 
Tal circunstancia deja entrever que la pretensión de la accionante se ha visto satisfecha y por ende es deber de este Juez Colegiado indicar que en el presente asunto es clara la carencia actual de objeto, argumento suficiente para declarar la existencia de un hecho superado, tal como lo ha señalado la Corte Constitucional en situaciones como la ahora presentada, cuando antes de adoptarse la decisión en sede constitucional, se restablece el derecho fundamental conculcado. De allí que la Corte Constitucional haya dicho: 

“La Corte Constitucional ha sostenido en numerosas oportunidades que se configura un hecho superado cuando en el trámite de la acción sobrevienen circunstancias fácticas, que permiten concluir que la alegada vulneración o amenaza a los derechos fundamentales ha cesado. Cuando ello ocurre, se extingue el objeto jurídico sobre el cual gira la tutela, de tal forma que cualquier decisión al respecto resulta inocua. El hecho superado se restringe a la satisfacción por acción u omisión de lo pedido en tutela. Por ello, no depende necesariamente de consideraciones sobre la titularidad o la existencia efectiva de la vulneración de los derechos.”

En este sentido, la sentencia SU-540 de 2007 sostuvo que: 

“Si lo pretendido con la acción de tutela era una orden de actuar o dejar de hacerlo y, previamente al pronunciamiento del juez de tutela, sucede lo requerido, es claro que se está frente a un hecho superado, porque desaparece la vulneración o amenaza de vulneración de los derechos constitucionales fundamentales o, lo que es lo mismo, porque se satisface lo pedido en la tutela, siempre y cuando, se repite, suceda antes de proferirse el fallo, con lo cual ‘la posible orden que impartiera el juez caería en el vacío”. 

“De este modo, cuando el juez constitucional verifica la existencia de un hecho superado debe declarar la carencia actual de objeto y, de manera excepcional, si estima indispensable pronunciarse respecto del fondo del asunto por la gravedad de la vulneración del derecho invocado, podrá emitir consideraciones adicionales sin proferir otro tipo de órdenes”.
 

Son suficientes los argumentos expuestos, para decir que las causas que dieron origen a la acción de tutela han desaparecido durante el trámite de ésta, lo cual indica que no se hace necesario realizar ningún tipo de estudio adicional respecto a la situación planteada en el escrito de tutela, de modo que se declarará la existencia de un hecho superado. 

Por lo expuesto, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad de la Ley,

RESUELVE:

PRIMERO: DECLARAR la existencia de un hecho superado en la presente acción de tutela instaurada por el Doctor ARCESIO RAMÍREZ ZULUAGA, en calidad de apoderado judicial de la señora SANDRA YANETH RAMÍREZ ARISTIZÁBAL, ello por las razones expuestas en la parte motiva de esta decisión. 

SEGUNDO: ORDENAR notificar esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. En caso de no ser objeto de recurso se ordena remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
� Corte Constitucional, Sentencia T-01 de 1992.


� Sala Novena de Revisión, Sentencia T-727 de 13 de septiembre de 2010, MP. Luis Ernesto Vargas Silva
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